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Nos parece acertado que se prime la presentación telemática de las solicitudes, pero para garantizar los derechos de 
quienes tienen más dificultades para utilizar estas tecnologías, creemos necesario que se permita que dichas solicitudes 
se presenten durante un periodo de tiempo razonablemente amplio, ofreciendo durante todo ese tiempo canales de 
ayuda para la presentación de las solicitudes, tanto digitales, como telefónicos y presenciales.

Una vez concluido este periodo, y el correspondiente a las subsanaciones que resulten necesarias, debería procederse 
a la selección de la solicitudes utilizando para ello un sistema que garantice la aleatoriedad y por tanto, la igualdad 
de derechos y oportunidades de todas las personas que se hayan presentado a la convocatoria.

La administración electrónica, en aras de mejorar su eficacia, no puede obviar la diversidad de las personas y sus ca-
pacidades digitales. Es esencial adoptar un enfoque de diseño centrado en la ciudadanía. Esto implica considerar 
las necesidades, habilidades y limitaciones de todos los usuarios al desarrollar servicios digitales. La administración 
electrónica debe garantizar la igualdad de todas las personas en el ejercicio de sus derechos.

2.2.6. Servicios de Interés General y 
Consumo

2.2.6.1. Introducción
...

En materia de suministros básicos debemos señalar que el Gobierno ha prorrogado hasta en dos ocasiones en 2024 la 
garantía de suministro de agua y energía a personas vulnerables.

La primera de las prórrogas, adoptada en el mes de junio, desplazó hasta el 31 de diciembre de 20241 esta garantía acor-
dada por Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptaron medidas urgentes en el orden sanitario, social 
y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de alarma.

La segunda, ya en el mes de diciembre, extendía de nuevo la prórroga de la  prohibición legal de cortes de suministros 
a consumidores vulnerables hasta 31 de diciembre de 20252. 

De nuevo hemos de señalar que esta medida beneficia a las personas que cuenten con el bono social eléctrico como 
consumidores vulnerables, vulnerables severos o en riesgo de exclusión social, pues es reiterada la queja de personas 
que entendían que la garantía de suministros alcanzaba a cualquiera en su vivienda habitual.

En cuanto a las medidas adoptadas para asegurar la protección frente a la pobreza energética, a falta de un cambio 
de paradigma que se encontraría en estudio, el modelo sigue basado en el bono social, o un descuento sobre la 
factura de la luz, complementado con el bono térmico, o ayuda directa para financiar el gasto en calefacción y 
agua caliente.

Con respecto al descuento del bono social eléctrico, en el mes de junio se estableció una “vuelta a la normalidad progre-
siva” tras las medidas acordadas a consecuencia de la subida de precios derivada de la guerra de Ucrania, a medida que 
iba mejorando la situación de los precios, estableciendo una reducción progresiva de los  descuentos para el bono social3.

Estos nuevos valores del descuento correspondiente al bono social, mayores que los establecidos con anterioridad, se 
justifican en la necesidad de seguir ofreciendo una protección adecuada a estos consumidores. 

1	 Artículo 21 del Real Decreto-ley 4/2024, de 26 de junio, por el que se prorrogan determinadas medidas para afrontar las consecuencias económicas 
y sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo y se adoptan medidas urgentes en materia fiscal, energética y social.

2	 Artículo 101 del Real Decreto-ley 9/2024, de 23 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en materia económica, tributaria, de transporte, 
y de Seguridad Social, y se prorrogan determinadas medidas para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social.

3	 Artículo 20 del Real Decreto-ley 4/2024, de 26 de junio, por el que se prorrogan determinadas medidas para afrontar las consecuencias económicas 
y sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente Próximo y se adoptan medidas urgentes en materia fiscal, energética y social.
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Sin embargo en diciembre de 20244, a través del denominado Decreto Ley Ómnibus  se modificó dicha ordenación 
temporal para ofrecer mayor margen al ajuste progresivo detallado, de modo que se posponen sus efectos hasta el 1 de 
enero de 2026. Así, los descuentos del bono social aplicables serán los siguientes con carácter excepcional:

a)	 El descuento previsto correspondiente al consumidor vulnerable del 50% y del 65% en el caso del consumidor 
vulnerable severo, tendrá efectos desde el 1 de enero de 2025 y hasta el 30 de junio de 2025.

b)	 El descuento correspondiente al consumidor vulnerable del 42,5% y del 57,5% en el caso del consumidor vulnerable 
severo, tendrá efectos desde el 1 de julio de 2025 y hasta el 31 de diciembre de 2025. 

Posteriormente entrarán en vigor los nuevos descuentos del 35% para consumidores vulnerables y del 50% para con-
sumidores vulnerables severos.

Como novedad regulatoria relativa al descuento del bono social eléctrico señalar aquí también que el año pasado se 
incorporó una medida en favor de las personas electrodependientes, de modo que esta circunstancia permite in-
crementar los límites de renta que se establecen para tener derecho al mismo5. 

No obstante se deja a posterior desarrollo reglamentario, por parte del Ministerio de Sanidad, la definición de las con-
diciones de acceso, el procedimiento y certificación de la situación de electrodependencia, así como el catálogo de 
enfermedades que determinan la electrodependencia. 

Nos parece insuficiente esta regulación, ya que no ha incorporado a las personas electrodependientes como colectivo 
específico que tiene derecho al bono social. Esta medida les permitiría compensar, en cualquier caso, el excesivo gasto 
de energía eléctrica que supone la dependencia de determinadas máquinas para su cuidado en el ámbito domiciliario.

Estimamos oportuno señalar aquí, de nuevo, la necesidad de mejorar el modelo de intervención frente a la pobreza 
energética, que se limita actualmente a bonificar las facturas de luz y otorgar ayudas para calefacción, y abogamos por 
contar con un enfoque que aborde una actuación a fondo sobre las circunstancias que originan tal pobreza energética.

En este sentido se pronunciaba la Recomendación (UE) 2023/2407 de la Comisión, de 20 de octubre de 2023, sobre la 
pobreza energética, recordando a los Estados Miembros que deben distinguir claramente entre medidas estructurales 
para hacer frente a la pobreza energética y medidas para mejorar la asequibilidad de la energía.

A este respecto realiza las siguientes consideraciones: “En algunos Estados miembros, la pobreza energética se aborda 
principalmente desde el punto de vista de la asequibilidad a través de sistemas de apoyo a los hogares vulnerables, 
abordando la inasequibilidad de la vivienda y la energía, y se proporciona, por ejemplo, en forma de reducciones fiscales, 
tarifas sociales, vales de energía o subsidios para calefacción. Todas las medidas relativas a los precios modifican el 
coste marginal del consumo de energía. Estos sistemas son importantes en tiempos de crisis y necesarios en ausencia 
de actualizaciones de la estructura, pero no proporcionan la base para mejoras estructurales que beneficien a los 
hogares vulnerables. (...). Por consiguiente, debe darse prioridad a las medidas que capaciten a los hogares afectados 
por la pobreza energética y a los hogares vulnerables, y que les permitan adoptar sus propias medidas para mejorar 
su estilo de vida en términos de eficiencia energética y consumo de energías renovables”. 

A fecha de la finalización de la Estrategia Nacional contra la Pobreza Energética 2019-2024, debemos decir que aún 
queda mucho camino por recorrer para abordar las cuestiones planteadas en la misma acerca de la mejora de los me-
canismos de subsidio y protección de los consumidores.

Prueba de ello son los datos que ofrecía la Encuesta sobre Condiciones de Vida del INE (febrero de 2024), señalando 
que en 2023 el 20,7% de la población nacional no podía mantener su vivienda con una temperatura adecuada6.

4	 Artículo 100 del Real Decreto-ley 9/2024, de 23 de diciembre, por el que se adoptan medidas urgentes en materia económica, tributaria, de transporte, 
y de Seguridad Social, y se prorrogan determinadas medidas para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social.

5	 Disposición final tercera de la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras 
enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible, por la que se modifica el artículo 3 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por 
el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía 
eléctrica.

6	 Datos explotados en el Informe anual El Estado de la Pobreza de EAPN España, de junio de 2024. También se hacía eco de este dato la Universidad 
Pontificia de Comillas, en su Informe anual de Indicadores de Pobreza Energética en España para 2023, así como del dato de retraso en el pago de 
facturas por parte del 9,58% de la población.
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La iniciativa tramitada oficialmente por el Gobierno para mejorar los datos relativos a la pobreza energética sería una 
consulta pública previa, realizada en octubre de 2024, sobre el proyecto de Real Decreto regulador de la concesión de 
una subvención directa para la mejora de la protección de los derechos de los consumidores vulnerables en el ámbito 
de la transición energética.

Con esta norma se pretende atender la especial dificultad de acceso de las personas potencialmente beneficiarias del 
bono social, y, en general, reforzar su posición como consumidores. Entre las propuestas presentadas existen iniciativas 
de entidades privadas para favorecer la información ciudadana y el abordaje estructural de situaciones de pobreza 
energética. 

En Andalucía, las actuaciones dirigidas a abordar la pobreza energética desde un punto de vista de la intervención so-
bre las instalaciones no parecen tener una visión holística del problema, encontrando convocatorias de ayudas desde 
diferentes líneas. 

Así por ejemplo las convocatorias de líneas de incentivos de la Agencia Andaluza de la Energía para energías renovables 
en autoconsumo, almacenamiento y para térmicas en sector residencial o las subvenciones de la Consejería de Fomento, 
Articulación del Territorio y Vivienda para la mejora de la eficiencia energética en viviendas.

En ellas, sin embargo, no se aborda la prioridad de solicitudes de personas o familias vulnerables para discriminarlas 
positivamente en atención a sus especiales circunstancias de vulnerabilidad.

Tampoco parece que exista una iniciativa pública que permita atender las necesidades de información y orientación 
ciudadana acerca de las posibilidades que ofrecen las ayudas convocadas.

Por ello reclamamos que, del mismo modo, se impulsen iniciativas públicas con implantación territorial suficiente que 
permitan abordar situaciones de pobreza energética o pobreza hídrica, favoreciendo estudios de intervención integral 
en viviendas y orientando a las personas vulnerables en el acceso a los recursos disponibles en favor de la ciudadanía.

2.2.6.2.1.1.2. Cortes de luz en barriadas desfavorecidas
Destacábamos finalmente como apartado independiente el año pasado la situación de barriadas desfavorecidas 
que sufren reiterados y prolongados cortes de luz, entre otras razones, por la proliferación de enganches ilegales 
asociados al cultivo de marihuana.

Lamentablemente hemos de señalar que siguen llegando quejas que denuncian esta situación y, en 2024, han vuelto a 
tener especial protagonismo las quejas procedentes de personas residentes en varios barrios de Sevilla, generalmente 
desfavorecidos, aunque con importantes diferencias en cuanto a su problemática social entre unos y otros.

Las actuaciones que iniciamos en 2021 y de las que hemos efectuado un seguimiento conforme las circunstancias y las 
nuevas quejas recibidas así lo exigían, concluían en 2023 tras comunicarnos la Consejería competente en materia de 
energía que se realizaría una auditoria de las instalaciones y redes eléctricas existentes en estas barriadas para verificar 
el estado de las mismas.

Durante 2024 hemos tenido acceso al resultado [resultado BOPA] de esta auditoría, que reitera las manifestaciones previas 
de la distribuidora relativas a la capacidad de suministro para atender la demanda existente, culpando mayoritariamente 
a los enganches ilegales de los problemas existentes, especialmente a los asociados a cultivos ilegales de marihuana. En 
algunos centros la potencia contratada se encontraría cerca del límite de potencia que pueden suministrar, por lo que 
se planteaba la necesidad de modificaciones de la infraestructura a futuro. También se habrían detectado anomalías 
en la red de distribución que podrían contribuir a los cortes, lo que habría justificado la decisión de la administración 
autonómica de inicio de expediente de investigación a la distribuidora para su subsanación.

Ante esta información, y habiendo recibido quejas que ponían de manifiesto la sensación de abandono que sienten 
los vecinos y la necesidad de adoptar soluciones definitivas, en agosto de 2024 solicitamos a la Delegación Territorial en 
Sevilla de la Consejería de Industria, Energía y Minas, al Ayuntamiento de Sevilla y a la Subdelegación del Gobierno en 
Sevilla la remisión de informe en sus respectivos ámbitos de competencias. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/Seguimos%20actuando%20para%20evitar%20el%20grave%20problema%20de%20los%20cortes%20de%20luz%20en%20barrios%20de%20Sevilla%20capital
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Ante las respuestas recibidas, esta Institución debe poner de manifiesto, nuevamente, que pese al tiempo transcurrido, 
lamentablemente poco se ha avanzado en la solución al problema de los cortes de luz en barriadas de Sevilla. 
(Actualización de información sobre la queja 21/0337).

Observamos así que de poco sirven las intervenciones puntuales para incautación de marihuana en las viviendas donde 
se produce el delito de defraudación eléctrica, o las inversiones para mejorar las instalaciones de red de distribución 
eléctrica, si no se acompañan de una actuación de seguimiento continuo y coordinado.

Tal como venimos insistiendo, se requiere de un abordaje amplio y global, en el que se valore la situación a nivel de An-
dalucía y se formulen propuestas de intervención escalables desde un nivel de comunidad autónoma a un nivel local.

Los barrios que sufren cortes de luz continuos reclaman que se 
garantice el derecho a disponer en sus hogares de un suministro 

eléctrico en condiciones mínimas de seguridad y calidad.

En este sentido, de nuevo hemos recordado los planteamientos que realizamos en su día a las distintas administracio-
nes implicadas y a la distribuidora eléctrica en la tramitación de la queja 19/2711, referidos a una propuesta organizada, 
planificada y coordinada de intervención para solucionar estos problemas.

Sin embargo, y pese a los esfuerzos realizados por cada una de las partes implicadas que hemos de reconocer, seguimos 
observando que las actuaciones desarrolladas no parecen seguir una guía de intervención ni un enfoque coordinado 
de desarrollo y seguimiento. 

Por ello no podemos dejar de hacerles reflexionar sobre el grave problema social que afecta a miles de personas que 
residen en los barrios donde se producen los cortes de luz y sobre la necesidad de garantizarles el derecho a disponer 
en sus hogares de un suministro eléctrico en condiciones mínimas de seguridad y calidad. Para ello entendemos que 
resulta oportuno recurrir a la adopción de cuantas medidas alcancen a la competencia de cada una de las partes im-
plicadas, así como revisar de modo honesto y coherente con el fin pretendido los avances producidos y los obstáculos 
que aún deben removerse.

2.2.6.2.1.2. Suministro domiciliario de agua
...

Cuando se emplea el sistema de facturación por habitante es cierto que, en ocasiones, la multiplicidad de casuística 
impide atender todas aquellas situaciones en que no es posible el empadronamiento -como medio de acreditación 
del número de personas que reside en la vivienda-, sin que puedan quedar todas atendidas, pues podría redundar en 
mayores costes de gestión realizar una tarea indagatoria individualizada por parte de la entidad suministradora.

No obstante, en algunos casos cuya resolución nos parecía fácil y oportuna, hemos intervenido para que la entidad 
suministradora los acogiese.

Así ocurría en la tramitación de la queja 24/4922, referida a la situación de una mujer, de 93 años, con grado II de de-
pendencia y 63% de discapacidad, que tenía concedida la tarifa social de agua, pero no se aplicaba a la totalidad del 
consumo al no tener en cuenta que convivía con ella una persona cuidadora.

Entendiendo que no resultaba legalmente exigible el empadronamiento de familiares ni del personal empleado, y te-
niendo en cuenta la especial situación de cuidados que requería la persona dependiente, ofrecimos a la entidad 
suministradora una posible interpretación del precepto de su Ordenanza que contemplaba las bonificaciones en favor 
de colectivos vulnerables. Así, planteamos la posibilidad de computar doblemente la persona con discapacidad y de-
pendencia, no solo a efectos económicos, sino también a efectos del consumo de agua bonificado.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/Seguimos%20actuando%20para%20evitar%20el%20grave%20problema%20de%20los%20cortes%20de%20luz%20en%20barrios%20de%20Sevilla%20capital
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-propone-medidas-que-sirvan-de-guia-para-solucionar-el
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/emasesa-acepta-modificar-su-tarifa-social-mejorando-las-condiciones-aplicables-a-las-personas
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Recibimos por respuesta que analizarían la modificación necesaria para incorporar, a partir de un determinado grado 
de dependencia reconocido por la autoridad competente, un cómputo adicional sobre los habitantes empadronados.

...

En relación con las posibles bonificaciones en favor de colectivos vulnerables nos parece de interés señalar que una 
de las quejas recibidas en esta Institución ponía de manifiesto la falta de acceso a la tarifa social de su entidad suminis-
tradora de agua, pese a contar con el bono social eléctrico (queja 23/9594).

Lamentablemente tuvimos que explicar a la promotora de queja que el hecho de que los requisitos establecidos para 
obtener la tarifa social de agua no coincidieran con los del bono social eléctrico no significa que unos sean más justos 
que otros, debiendo tener en cuenta además que estas bonificaciones proceden de entidades diferentes y que, por 
tanto, las circunstancias que se valoran a la hora de establecer los correspondientes requisitos de acceso son distintas. 

No obstante, debemos apuntar a lo establecido en la normativa sobre calidad del agua de consumo7, que remite a los 
criterios establecidos en la normativa de bono social eléctrico a la hora de determinar quién deba ser la población a la 
que dirigir medidas para mejorar el acceso al agua.

Así se indica que las comunidades autónomas y las entidades locales utilizarán, al menos, los criterios de la definición 
de consumidor vulnerable o en riesgo de exclusión social establecidos en los artículos 3 y 4 del Real Decreto 897/2017, 
de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 
para los consumidores domésticos de energía eléctrica, teniendo la capacidad de incluir criterios adicionales de vulne-
rabilidad que permitan incluir a un mayor número de consumidores bajo dicha categoría. 

Entre los mecanismos de acción social para acceso al agua de la población vulnerable señala la consideración de la 
asequibilidad y su reflejo en las políticas y estructuras tarifarias mediante bonificaciones contempladas en la tarifa y/o 
fondos de solidaridad 

De acuerdo con estas disposiciones debemos apuntar de nuevo a la oportunidad de establecer una misma regulación 
básica a nivel andaluz, de modo que exista un mínimo común para toda la población andaluza en la posibilidad de 
acceso a bonificaciones tarifarias que garanticen la asequibilidad del precio.

En relación con la regulación de estas bonificaciones en favor de determinados colectivos, desde un municipio alme-
riense recibimos una queja ciudadana alegando que se aplicaba una discriminación contraria a la Constitución por no 
poder acogerse a la bonificación establecida en favor de familias numerosas, al no encontrarse empadronada en la 
localidad (queja 24/9438).

Sin embargo entendimos que el rechazo a la solicitud de bonificación no se basaba en la discriminación entre personas 
empadronadas o no, contraria a principios constitucionales, sino en la vinculación de dicha bonificación a la vivienda 
habitual de la persona solicitante.

Esta bonificación, contenida en la Ordenanza reguladora de la tarifa de los servicios de suministro de agua y de alcan-
tarillado, tenía en consideración criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados a satisfacer el 
importe de las tarifas de agua, tal como ampara la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Con ello entendíamos que se daba cumplimiento a la garantía legal de suministro mínimo vital de agua, que pretende 
asegurar un consumo de agua mínimo a aquellas personas que se encuentren en alguna de las situaciones en las que 
se presupone que no disponen de recursos suficientes con los que afrontar los gastos derivados del abastecimiento y/o 
saneamiento de agua.

Nos parece lógico que esa garantía de un consumo de agua mínimo se vincule a la satisfacción de esta necesidad básica 
en la vivienda habitual, entendiendo por tal  la que se habita de manera efectiva y con carácter permanente (más de 
183 días, durante el año natural, de acuerdo con la normativa tributaria).

Otra cuestión que se nos ha planteado en relación con la aprobación de tarifas sociales de agua se refería a su falta de 
previsión en una entidad suministradora que prestaba el servicio a varias localidades (queja 24/4702).

7	 Artículo 11 del Real Decreto 3/2023, de 10 de enero, por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios de la calidad del agua de consumo, su 
control y suministro.

https://www.boe.es/eli/es/rd/2017/10/06/897/con
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Se nos denunciaba el incumplimiento del “mandato” contenido en el Reglamento de calidad del agua de consumo 
para que las entidades locales establezcan bonificaciones en sus tarifas en favor de personas vulnerables o en riesgo 
de exclusión social.

Sin embargo, teniendo en cuenta que dicha norma reglamentaria no impone la obligación de aprobar un “bono social”, 
tuvimos que admitir que era suficiente y adecuada la respuesta de la entidad suministradora remitiendo a la persona 
afectada a su Ayuntamiento para canalizar los correspondientes mecanismos de acción social a través de los Servicios 
Sociales.

En relación con la actuación de las entidades suministradoras de agua hemos de destacar, nuevamente, que la garantía 
de suministro no opera con el mismo respeto normativo que ocurre en el ámbito eléctrico, en el que las comer-
cializadoras de luz aplican estrictamente la prohibición de corte establecida en favor de las personas beneficiarias del 
bono social eléctrico.

Por contra, hemos conocido supuestos de cortes de agua en la vivienda de personas vulnerables y observado la dificultad 
de acogerse a mecanismos de coordinación adecuados entre entidad suministradora y servicios sociales comunitarios. 

En un caso particular la entidad suministradora admitía que el corte se realizó por error, ya que la persona afectada se 
encontraba tramitando la renovación de su solicitud de tarifa para familia en riesgo de exclusión social (queja 24/5170). 

Nuestras actuaciones se dirigieron a la reposición urgente del suministro y a aclarar la situación, así como a facilitar un 
acuerdo de pago de la deuda acumulada adecuado a las circunstancias económicas de la interesada. Además, solici-
tamos a la entidad suministradora que valorase la procedencia de otorgar una compensación económica por el corte 
realizado, atendiendo a criterios de calidad del servicio.

La respuesta a esta última petición fue negativa al no tener previstas compensaciones y/o indemnizaciones para el 
supuesto, por lo que remitimos a la promotora de queja a su posible reclamación en vía judicial, ya que no existe nor-
mativa en materia de suministro de agua que contemple algo similar a lo previsto en materia de suministro eléctrico 
para supuestos de incumplimiento de calidad en la atención al consumidor.

En otros casos hemos tenido que advertir a las personas que acudían a la Institución, con un aviso de corte de agua por 
impago de recibos, que debía solicitar de modo urgente la tarifa social que tuviese regulada la entidad suministradora, 
o bien aportarle factura donde constase la aplicación del bono social eléctrico, a fin de obtener la protección legal frente 
a cortes de suministro.

...

2.2.6.2.1.4.1. Programa de Bonos Digitales para colectivos 
vulnerables en Andalucía

Las quejas recibidas acerca del programa del Bono Digital para colectivos vulnerables convocado en octubre de 2023 
por la Agencia Digital de Andalucía nos llevó a tramitar de oficio la queja 24/4640 [24/4640 BOPA] para interesarnos por 
el resultado de la convocatoria ya cerrada y valorar posibles mejoras para futuras convocatorias.

En particular dichas quejas ponían de manifiesto la discriminación a la que quedaban sometidas personas que, contando 
con los mismos recursos económicos que quienes reciben Renta Mínima de Inserción (Rmisa), del Ingreso Mínimo Vital 
(IMV), o de una Pensión No Contributiva (PNC), no podían acceder a la convocatoria al haber definido exclusivamente a 
las posibles personas beneficiarias por la titularidad de una de estas prestaciones públicas, y no por determinado nivel 
de ingresos.

Por otra parte se recibían quejas referidas al limitado alcance territorial de la convocatoria, ya que no se habían adherido 
al programa las principales operadoras de telefonía, que son las que tienen cobertura en todo el territorio andaluz. Las 
empresas adheridas al programa eran pequeñas teleoperadoras, normalmente de ámbito local, con un limitado alcance 
en la prestación de sus servicios de internet.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/introducen-mejoras-en-el-programa-del-bono-digital-para-colectivos-vulnerables-en-andalucia-con-0
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Trasladamos estas quejas a la Agencia Digital de Andalucía, valorando que resultaba oportuno permitir el acceso al 
bono digital a las personas que cumplan determinado límite de renta, y no exclusivamente por ser titulares de 
determinadas prestaciones económicas. Asimismo, entendíamos necesario ampliar el número de operadoras a las que 
poder acogerse para obtener el bono digital, por lo que solicitamos una valoración sobre el procedimiento empleado en 
la convocatoria mediante el programa previo de adhesión y posibilidades de emplear otros métodos alternativos para 
favorecer la entrada de operadoras de telefonía con mayor cobertura en el territorio.

En su respuesta la Agencia Digital de Andalucía nos facilitaba los datos recogidos de la convocatoria 2023, conociendo 
entonces que habían sido escasas las solicitudes presentadas (1.419) pese a que a la fecha de la convocatoria más de 
medio millón de personas serían potenciales beneficiarias en Andalucía. Por otro lado se habían concedido el 52,43% de 
las solicitudes (744 bonos), lo que se estimaba que suponía una ejecución presupuestaria de 178.560 euros. 

Estos datos quedaban muy alejados del objetivo asignado a la comunidad autónoma, la emisión de 28.019 bonos digi-
tales, por un importe total de 6.724.560 euros. 

Las ayudas del Bono digital para colectivos vulnerables persigue 
satisfacer las necesidades de acceso a internet por parte de 

personas con escasos recursos económicos

Por ello, de cara a la siguiente convocatoria de Bonos Digitales para colectivos vulnerables en Andalucía, se adoptaron 
decisiones dirigidas a la incorporación de nuevos colectivos que puedan acceder al bono digital; el posible destino del 
bono digital a contratar el mantenimiento de la velocidad del servicio de banda ancha ya contratado desde una ubicación 
fija; así como la eliminación del procedimiento obligatorio de adhesión de los operadores colaboradores al Programa 
del Bono Digital, simplificándoles las cargas impuestas, y la posibilidad de que el ciudadano presente directamente la 
solicitud del bono digital. 

Al publicar esta nueva convocatoria en noviembre de 2024 la Agencia Digital de Andalucía esperaba dictar 27.275 reso-
luciones de concesión del bono digital a personas vulnerables en esta nueva convocatoria.

Sin embargo, esta no ha recogido nuestra petición para una mejora en el ámbito subjetivo del programa de acuerdo con 
el nivel de renta, puesto que consideramos discriminatorio que queden excluidas personas con los mismos ingresos 
económicos que las que son beneficiarias de las prestaciones públicas determinadas en la convocatoria. 

Además hemos encontrado que sigue produciéndose la circunstancia de falta de operadoras de telecomunicaciones 
conocidas como colaboradores del programa, ya que se trata de una cuestión que se deja a la política comercial de las 
empresas  de acuerdo con la normativa estatal8.

Así, aunque la eliminación de cargas burocráticas podía hacer pensar que se incorporarían operadoras con amplia ex-
tensión en el territorio, lo cierto es que no ha sido así en Andalucía, aunque sí en otras Comunidades Autónomas según 
el listado de operadores que colaboran con el bono social para conexión a Internet publicado por el Ministerio para la 
Transformación Digital y de la Función Pública.

Es por lo que quedaremos a la espera de conocer los resultados de la convocatoria 2024 de ayudas del Bono Digital para 
colectivos vulnerables, a fin de comprobar la eficacia del programa, dirigido a satisfacer las necesidades de acceso a 
internet por parte de personas con escasos recursos económicos, y poder valorar posibles actuaciones que queden en 
nuestro ámbito de actuación andaluz.

8	 Real Decreto 521/2024, de 4 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 989/2021, de 16 de noviembre, por el que se aprueba la concesión directa 
a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla de ayudas para la ejecución del programa de emisión de bonos digitales para 
colectivos vulnerables, en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
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